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			1. IDEAS GENERALES
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			El principio de separación de poderes, uno de los pilares básicos del Estado Liberal, que distingue entre poder ejecutivo, poder legislativo y poder judicial, se encuentra en la actualidad en declive, por lo que podemos decir con TOMAS RAMÓN FERNÁNDEZ, que el viejo esquema se halla doctrinalmente superado y en las democracias parlamentarias modernas, se entiende vigente en una nueva formulación como “principio de distinción y colaboración de poderes”.

			La interdependencia entre Parlamento y Gobierno, no sólo ha puesto en entredicho la posición de tercer poder, sino que muy al contrario se ha llegado a afirmar que “la independencia del poder judicial frente a presiones, tanto del legislativo como del ejecutivo, constituye una pieza insustituible del Estado de Derecho”, insistiendo LOEWENSTEIN que la libertad del juez “frente a todo tipo de interferencias de cualquier otro detentador del poder, constituye la piedra final en el edificio del Estado Democrático constitucional de Derecho”, añadiendo que “la razón de la independencia judicial no necesita ninguna explicación: si el juez no está libre de cualquier influencia o presión exterior, no podrá administrar justicia imparcialmente según la Ley”.

			Ello lleva a la consecuencia fundamental de que el principio de separación de poderes se traduce en la actualidad en garantizar la independencia judicial, puesto que los jueces son los encargados de hacer efectiva la idea del Derecho como regulador de la vida social y son la garantía última con que el ciudadano cuenta en sus relaciones con los poderes públicos y con terceros.

			2. REGULACIÓN CONSTITUCIONAL DE LA JUSTICIA. PRINCIPIOS INFORMADORES
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			La regulación del poder judicial en la Constitución Española se encuentra recogida en el Título VI, artículo 117 a 127. La CE le da al mismo un tratamiento más extenso del que recibiera con algunas constituciones anteriores. Ello se debe, fundamentalmente, a que se han recogido en la nueva ordenación las últimas líneas marcadas por las Constituciones italiana de 1947, y francesas de 1946 y 1958, sistemas que cuentan con una organización judicial muy similar a la española.

			Estudiando sistemáticamente los preceptos que la Constitución Española dedica al Poder Judicial podemos establecer diversos principios constitucionales básicos.

			2.1. Principio de independencia e inamovilidad judiciales

			“1. La justicia emana del pueblo y se administra en nombre del Rey por Jueces y Magistrados integrantes del poder judicial independientes, inamovibles, responsables y sometidos únicamente al imperio de la Ley”.

			2. Los jueces y magistrados no podrán ser separados, suspendidos, trasladados ni jubilados, sino por alguna de las causas y con las garantías previstas en la Ley”.

			En la concepción más común, la función jurisdiccional consiste en la aplicación del Derecho por órganos imparciales e independientes. Los imparciales porque en ningún caso pueden ostentar la doble condición de ser órgano decisor y órgano interesado en el proceso de que conoce. Es independiente en un doble sentido: estructuralmente porque no pueden ser removidos libremente por los demás poderes del Estado; y funcionalmente por la ausencia de otras vinculaciones jerárquicas que la puramente procesal, esto es, por la vía del recurso jurisdiccional contra sus decisiones.

			La propia Constitución Española se preocupa de garantizar la idea de independencia del Poder Judicial mediante una serie de principios recogidos en diversos preceptos constitucionales:

			
					
a)	En el carácter exclusivo y excluyente del Poder Judicial en relación con la función de juzgar.

					
b)	En el autogobierno del mismo, a través del CGPJ.

					
c)	En los principios de inamovilidad y sometimiento a la Ley del artículo 117.1 y 2 CE.

					
d)	En la obligatoriedad del cumplimiento de sus resoluciones por parte de poderes públicos y ciudadanos a que se refiere el artículo 118, al disponer:

			

			“Es obligado cumplir las sentencias y demás resoluciones firmes de los Jueces y Tribunales, así como prestar la colaboración requerida por estos en el curso del proceso y en la ejecución de lo resuelto”.

			
					
e)	En la disponibilidad de la policía judicial, de forma que no deba acudir el ejecutivo en el desarrollo de sus actuaciones de prevención de los delitos, lo que a su vez supone una garantía del ciudadano, principios plasmados en el artículo 126 CE.:

			

			“La policía judicial depende de los jueces, de los Tribunales y del Ministerio Fiscal en sus funciones de averiguación del delito y descubrimiento y aseguramiento del delincuente, en los términos que la ley establezca”.

			2.2. Principio de responsabilidad

			Complemento y contrapartida de la independencia e inamovilidad de los Jueces es la responsabilidad de los mismos en el ejercicio de su función que consagra el artículo 117.1 CE de manera expresa y que constituye una norma de garantía para la comunidad”.

			La propia Constitución, además de recoger el principio de responsabilidad, instrumenta una serie de medidas, que no constituyen sino normas respecto de la actuación judicial y que se pueden clasificar como principios procedimentales en el ámbito del Derecho Constitucional, y son los siguientes:

			
					
–	Publicidad de las actuaciones judiciales.

					
–	Oralidad del procedimiento.

					
–	Motivación de las sentencias.

					
–	Gratuidad de la justicia.

			

			2.3. Principio del origen popular de la Justicia

			El artículo 117.1 CE dispone que “la justicia emana del pueblo y se administra en nombre del Rey...”, precepto que engarza directamente con el artículo 1.2 CE, incluido en el Título Preliminar y dotado de la denominada “supraconstitucionalidad” que dispone que “la soberanía nacional reside en el pueblo español, del que emanan los poderes del Estado”.

			Al decir que la justicia se administra en nombre del Rey, no ha hecho sino recoger una fórmula tradicional en nuestras Constituciones. Tiene el valor de referir la Administración de Justicia al Rey, símbolo de unidad y permanencia del Estado, árbitro y moderador del funcionamiento regular de las instituciones, recalcando la imparcialidad y neutralidad que constituye la base del poder judicial.

			2.4. Principio de monopolio jurisdiccional

			Tiene su consagración en el artículo 117.3 CE al disponer: “ El ejercicio de la potestad jurisdiccional en todo tipo de procesos, juzgando y haciendo ejecutar lo juzgado, corresponde exclusivamente a los Juzgados y Tribunales determinados por las leyes según las normas de competencia y procedimiento que las mismas establezcan”.

			El monopolio jurisdiccional así entendido tiene una doble significación: de un lado, la exclusión de cualquier función de este carácter en manos del Ejecutivo o del Parlamento; y de otra parte, la inconstitucionalidad de todos aquellos tribunales especiales o excepcionales no previstos en la Norma Fundamental (art. 117.6: “se prohíben los tribunales de excepción”).

			Por razones diversas, la propia CE prevé distintas excepciones a este principio que son las siguientes: Tribunal Constitucional, Tribunal de Cuentas, Jurisdicción Militar, y reconocimiento de Tribunales tradicionales.

			2.5. Principio de unidad jurisdiccional

			Se encuentra consagrado en el artículo 117.5 CE:

			“El principio de unidad jurisdiccional es la base de la organización y funcionamiento de los tribunales”.

			La unidad jurisdiccional se manifiesta, además, como unidad territorial y como unidad funcional:

			
					
–	Unidad territorial: El Poder Judicial se encuentra recogido en el artículo 149 CE como competencia exclusiva del Estado sobre la administración de justicia. Ello no quiere decir que no se organice territorialmente, sino que, por el contrario, toda la distribución de los órganos jurisdiccionales viene determinada por criterios territoriales; lo que significa esta unidad territorial es que el poder judicial se estructura de forma singular, esto es, que solo existe un poder judicial estatal sin que quepan poderes judiciales autonómicos.
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